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Title: Some thoughts on life imprisonment and similar sanctions

Resumen: en este trabajo se exponen las múltiples razones por las cuales son incompatibles con el principio de resocia-
lización de las penas y con los derechos humanos del condenado no solo la prisión permanente revisable, sino también 
las penas de prisión de larga duración y la acumulación de varias penas, aunque no sean de larga duración, sobre todo 
cuando se combinan con la política de cumplimiento efectivo, así como la ya suspendida medida de internamiento en 
custodia de seguridad (“Sicherungsverwahrung”) y la medida de seguridad de libertad vigilada posterior al cumpli-
miento de la pena.
Palabras clave: prisión permanente revisable; resocialización; prisión de larga duración; cumplimiento efectivo de las 
penas; libertad vigilada.

Abstract: this paper presents the many reasons why not only reviewable permanent imprisonment, but also long-term 
prison sentences and the accumulation of several sentences, even if they are not of long duration, are incompatible with 
the principle of resocialization of sentences and with the human rights of the convicted, particularly when combined 
with the policy of ‘true in sentencing’. Attention will be paid as well to the not anymore in force measure of internment 
in security custody (“Sicherungsverwahrung”) and to the post-release probation.
Key words: reviewable permanent imprisonment; resocialization; long-term imprisonment; true in sentencing; post-re-
lease probation;
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A Emiro Sandoval Huertas, en el recuerdo

1. Conocí a Emiro Sandoval en un Congreso de Cri-
minología celebrado en la ciudad venezolana de Puerto 
La Cruz en abril de 1980 (III Seminario de Criminolo-
gía comparada del área del Caribe, Puerto La Cruz (Ve-
nezuela).

En aquellas fechas, se estaba extendiendo por el 
mundo criminológico latinoamericano, y aún más con-

cretamente en el área del Caribe, una Criminología crí-
tica, inspirada en las ideas del profesor italiano Sandro 
Baratta, profesor de Filosofía y Sociología del Derecho 
en la Universidad de Saarbrucken de la República Fe-
deral alemana, en la Antipsiquiatría patrocinada por el 
psiquiatra italiano Basaglia, por el inglés Laing y por 
el norteamericano Thomas Sasz, y también por los 
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movimientos de protesta que se habían introducido en 
las universidades norteamericanas contra la Guerra de 
Vietnam, y en los movimientos estudiantiles franceses 
que dieron lugar al mayo parisino en 1968. Común a 
todos ellos era la crítica elaborada ya en el siglo XIX 
por Karl Marx contra el sistema burgués capitalista que 
se había instalado, tras la derrota en la Segunda Guerra 
Mundial de los regímenes nacionalsocialista y fascista, 
en los países occidentales más poderosos económica-
mente, capitaneados por los Estados Unidos de Amé-
rica en el bloque militar de la OTAN enfrentado al de 
los países que bajo el control de la Unión Soviética se 
habían integrado con un régimen político social comu-
nista en el llamado Pacto de Varsovia.

Esta situación de “Guerra fría” hacía que en los paí-
ses occidentales se mirara con recelo cualquier crítica 
al sistema capitalista que viniera de los ámbitos políti-
cos y académicos inspirados en las ideas marxistas, y 
que sus Gobiernos, muchos de ellos en manos de dicta-
dores militares que habían llegado al poder tras Golpes 
de Estado en los años 70, en países como por ej. Brasil, 
Chile, Argentina o Uruguay, reprimieran con dureza, 
utilizando el Derecho penal o simplemente la represión 
militar y policíaca, los movimientos críticos y a veces 
revolucionarios que se habían instalado en los ámbitos 
académicos latinoamericanos.

En el Congreso de Criminología de Puerto La Cruz 
estaban presentes los más importantes representantes 
de la Criminología crítica en los diversos países caribe-
ños, entre ellos la organizadora y principal responsable 
del mismo, la profesora de la Universidad del Zulia, 
Maracaibo, Lolita Aniyar de Castro, principal líder 
del movimiento criminológico crítico venezolano, que 
abogaba incluso por lo que llamaba una “Criminolo-
gía de la liberación”. Entre los participantes en aquel 
Congreso estaba el joven Profesor de la Universidad 
Externado de Bogotá Emiro Sandoval Huertas, que. 
acompañado de su joven esposa también experta en el 
tema penitenciario, Amelia Mantilla, presentó una in-
teresante ponencia sobre la Prisión provisional en Co-
lombia, tema principal a tratar en aquel Congreso.

En su ponencia Emiro destacaba, además de la críti-
ca al sistema penitenciario en general y al colombiano 
en particular, la necesidad urgente, en la medida que 
una abolición total de la pena era una utopía inviable 
en aquellos momentos, de introducir en el sistema pe-
nitenciario el principio de humanización del Derecho 
penal; es decir, un sistema de penas que posibilitara 
junto al castigo justo y proporcionado a la gravedad del 
delito, la reinserción social del delincuente.

A través de las muchas conversaciones que mantu-
vimos durante aquel Congreso, surgió entre nosotros 
una amistad que dio lugar a otros muchos encuentros, 
intercambios epistolares y proyectos de colaboración 
e investigación que fueron cuajando en los siguientes 

años. Así, por ejemplo, poco después, por mediación de 
Emiro fui invitado a la Jornadas de Derecho penal que 
bajo la dirección de su maestro Alfonso Reyes se cele-
braban anualmente en la Universidad Externado de Bo-
gotá. Para mi fue un gran honor que Alfonso Reyes me 
invitara a un evento tan importante junto nada menos 
con el otro ponente extranjero, el Profesor Hans Hein-
rich Jescheck, Director del Instituto de Max Planck de 
Derecho penal en Freiburg de Brisgovia, probablemen-
te el penalista más importante en aquel momento en 
el ámbito mundial. Ello se debió sin duda a la buena 
opinión que de mi le había dado Emiro a su maestro, 
tras nuestro encuentro en Puerto La Cruz, pero tam-
bién a que, con esta doble invitación a dos profesores 
extranjeros tan dispares en su concepción del Derecho 
penal, Alfonso Reyes quería mostrar a los jóvenes pe-
nalistas colombianos los dos polos en los que se movía 
la Ciencia del Derecho penal (y lógicamente también la 
Criminología) en aquellos momentos.

A partir de ese momento mi relación de amistad y 
entendimiento personal con Emiro fue mucho más allá 
de lo puramente académico. Ya a principios de 1982, 
con motivo de un viaje que hice a Perú y Colombia 
junto con mi esposa Bella, nos alojamos en el pequeño 
apartamento que entonces compartían en Bogotá Emiro 
y Amelia, y juntos nos desplazamos en un Renault 4 
visitando la Catedral de la Sal, el Tequendama, Villa de 
Leiva, conociendo a otros amigos y colegas penalistas 
colombianos, como Álvaro Pérez y Alfonso Muñoz en 
Bogotá, y Edgar Saavedra y su esposa Mirian en Cali.

En este viaje le sugerí la idea de que, para ampliar 
sus conocimientos sobre el tema penológico, que siem-
pre fue objeto de su interés, sería muy importante que 
dada ya su alta cualificación académica y científica en 
el tema, solicitara una Beca de la Fundación alemana 
Alexander von Humboldt para estudiar en Alemania, 
en Saabrücken al lado del Profesor Sandro Baratta, 
conocido por su actitud crítica frente al sistema penal, 
pero también en Freiburg junto al Profesor Klaus Tie-
demann, uno de los mejores especialistas en Derecho 
penal económico. El resultado de esta fructífera y lar-
ga estadía en Alemania, financiada por la Fundación 
Alexander von Humboldt, que le concedió la beca, 
fueron varias publicaciones, como, por ejemplo, su 
magnífica Penología, en dos volúmenes, Parte General 
y Parte Especial (publicadas posteriormente en Edicio-
nes jurídicas Gustavo Ibáñez, Bogotá1998), y Sistema 
penal y criminología crítica: el sistema penal colom-
biano desde la perspectiva de la criminología crítica 
(editorial Temis, Bogotá 1985).

La idea fundamental de Emiro era ya, cuando se fue 
a Alemania, poner de relieve la crisis de la pena priva-
tiva de libertad y la posibilidad a través de una crítica 
acabada y profunda de la misma ofrecer alternativas al 
menos en lo que se refiere a las penas cortas de prisión, 
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inferiores a dos o incluso más años, tal como se propo-
ne en los Ordenamientos penales más avanzados.

En realidad, este tipo de penas, normalmente previs-
tas para delitos menos graves y para delincuentes pri-
marios y/o jóvenes, han sido eliminadas en algunos Or-
denamientos penales cuando son penas inferiores a tres 
o seis meses, ofreciendo en todo caso alternativas para 
las que superan ese tiempo para evitar su cumplimiento 
efectivo, es decir, la entrada en prisión, con institucio-
nes como la condena condicional, según el modelo an-
glosajón de la “probation” o el francés de la “sursis”, la 
multa en su versión de cuotas temporales según el nivel 
económico del condenado, o el trabajo en beneficio de 
la comunidad, entre otras.

Lo mejor que se puede decir de estas alternativas es 
no sólo que evitan los inconvenientes, los costes y los 
efectos desocializadores de la prisión, sino también que 
tiene unas cuotas de reincidencia en los beneficiarios 
muy inferiores frente a los que realmente cumplen es-
tas penas. Ciertamente hay que reconocer que hoy por 
hoy es difícil por no decir imposible renunciar a la 
pena de prisión como sanción principal para los delitos 
más graves y para los delincuentes reincidentes y con 
peor pronóstico de reinserción social. En este ámbito, 
lo más que se puede pretender es ofrecer posibilidades 
de liberación anticipada, una vez cumplida una parte 
importante, al menos la mitad o tres cuartas partes de la 
pena impuesta, y un sistema penitenciario que evite en 
lo posible la desocialización ofreciendo programas de 
reinserción social dentro de la prisión mediante el tra-
bajo, el tratamiento psicológico, los permisos de salida 
y un sistema abierto que permita el trabajo fuera de a 
prisión. Sin embargo, a diferencia de lo que sucede con 
las penas de prisión de corta duración, la opinión pú-
blica y en general la clase política y los Gobiernos son 
mucho más renuentes a ofrecer alternativas que permi-
tan reducir la duración o atenuar el cumplimiento de la 
pena de prisión de larga duración. La razón principal de 
esta actitud es principalmente la gravedad del delito por 
el que el preso fue condenado y la alarma que produce 
en la opinión pública que personas que han cometido 
graves delitos puedan estar al poco tiempo en libertad 
o semilibertad, con el riesgo adicional de que puedan 
volver a cometerlo. Evidentemente, este rechazo social 
y político se da más respecto a determinados delitos y 
tipos de delincuentes, como son los delitos contra la 
vida, contra la libertad sexual, en sus formas agresivas 
y más violentas, el crimen organizado y el narcotráfico 
a gran escala; aunque mucho menos respecto a los con-
denados por graves delitos de corrupción política que a 
veces son tolerados o gozan de la más absoluta impuni-
dad, por más que las penas legalmente asignadas a las 
mismas sean también de larga duración. En todo caso, 
entre los penitenciaristas hay acuerdo en que las penas 
de prisión de larga duración, aún más en su forma de 

prisión perpetua, tienen graves inconvenientes tanto 
desde el punto de vista de la organización de la convi-
vencia en una prisión de máxima seguridad, como por 
sus efectos negativos en la personalidad del condenado, 
que termina a la larga convirtiéndose en un simple ob-
jeto, sin ninguna esperanza de poder volver a vivir una 
vida en libertad sin delito. La prevención general in-
timidatoria, la satisfacción de las tendencias punitivas 
en la sociedad, fomentada a veces por algunos medios 
de comunicación, convierten la pena de prisión de lar-
ga o permanente duración en un centro de “exclusión 
social”, donde van a parar los delincuentes provenien-
tes de los estratos más bajos y económicamente más 
débiles de la sociedad. Ejemplos de esto los tenemos 
cada vez con mayor frecuencia en casi todos los Orde-
namientos jurídicos actuales, como España, Alemania 
o Francia, en los que la pena de prisión perpetua fun-
ciona de hecho como una “pena de muerte en vida”, 
una vez que incluso constitucionalmente se eliminó la 
pena de muerte.

Por todo ello, me parece adecuado aprovechar la oca-
sión que me ofrece ahora este merecido, aunque tardío, 
Homenaje a Emiro, para, siguiendo su crítica a la pena 
privativa de libertad, exponer en las páginas que siguen 
también mi crítica a las penas privativas de libertad de 
larga duración, sobre todo cuando, como sucede con 
la pena de prisión perpetua, son contrarias al principio 
liberal y humanizador de la reinserción social del con-
denado, que debe seguir siendo el principio inspirador 
y limitador del poder punitivo del Estado.

2. En el ámbito de las sanciones penales, la prisión 
perpetua y las sanciones similares a ella, bien como 
penas de prisión de duración excesiva, bien por la vía 
indirecta de las medidas de seguridad de duración inde-
terminada, son, junto a la pena de muerte en los países 
en los que aún está vigente, la máxima representación 
del poder punitivo del Estado. Su justificación se en-
cuentra tanto en la idea talional del “ojo por ojo diente 
por diente”, cuando se trata de la pena de muerte apli-
cada al asesino, como en el retribucionismo extremo, 
rayano en la venganza, de que “él que la hace la paga”, 
y de que si no con la privación de su vida debe pagar 
al menos con la privación de su libertad el resto del 
tiempo que aún le quede por vivir. Despojadas ambas 
de la parafernalia con las que originariamente se las 
había dotado, siguen, sin embargo, existiendo todavía 
como el símbolo de una concepción del poder punitivo 
del Estado que desprecia la dignidad humana del delin-
cuente, negándole el derecho más elemental de todos, 
el derecho a la vida en el caso de la pena de muerte, o 
el derecho también fundamental a poder modificar su 
comportamiento y su sistema de valores mientras viva, 
convirtiéndolo con la prisión perpetua en un muerto en 
vida, despojándolo de todos los demás derechos que 
le corresponden como ser humano, entre otros el de la 
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esperanza de poder recuperar algún día, aunque sea le-
jano, la libertad y de vivir en condiciones de igualdad 
con sus semejantes.

A pesar de las similitudes entre ambos tipos de san-
ciones desde el punto de vista de la brutal violación 
que representan de derechos humanos fundamentales, 
la prisión perpetua, a diferencia de lo que sucede con la 
pena de muerte, que progresivamente va desaparecien-
do como pena en el ámbito del Derecho comparado, 
sigue aun teniendo gran predicamento e incluso se la 
considera como el sustituto ideal de la pena de muerte 
en los países en los que ésta ha sido abolida. Es más, 
en otros en los que no existe son muchas las voces que 
se pronuncian a favor de su introducción en el catálogo 
de las penas aplicables a algunos delitos especialmente 
graves. Sin ir más lejos ésta fue la propuesta que hizo 
en su día en España el Partido Popular, cuando estaba 
en la oposición, y luego, tras haber alcanzado la mayo-
ría absoluta en las elecciones generales de noviembre 
del 2011, introduciéndola en el Código penal, si bien 
con algunas matizaciones, en el 2015.

La posibilidad que propone de que la misma sea re-
visable, a partir de un cumplimiento mínimo de veinte 
años, no dejar de ser un eufemismo para salvar la con-
tradicción que supone con el principio de reinserción 
social del condenado que se asigna a la pena de prisión 
y a las medidas de seguridad privativas de libertad en 
el art. 25, 1 de la Constitución española. Y es esto lo 
que provocó que por parte de algunos partidos políticos 
se presentara un recurso de inconstitucionalidad, que 
recientemente ha sido resuelto por el Tribunal constitu-
cional español a favor de su conformidad con la Cons-
titución y, por tanto, el art.25 1, basándose para ello 
principalmente en que la posibilidad de su revisión pe-
riódica una vez que el penado haya cumplido una parte 
relevante de la pena impuesta deja a salvo el derecho 
del condenado a su reinserción social.

Una vez resuelto este tema por el máximo Tribunal 
competente en esta materia, no voy a discutir en este 
momento la, a mi juicio, dudosa constitucionalidad de 
una pena de prisión “permanente” a la que, aunque se 
le añada el calificativo de “revisable” como posibilidad 
hipotética de que algún día deje de serlo, no deja de 
ser desde un principio, cundo se impone en una sen-
tencia por el tribunal competente, una pena destinada a 
prolongarse indefinidamente en el tiempo y, por tanto, 
perpetua.

Independientemente de esta tacha de inconstitucio-
nalidad que acompaña, cual pecado original a esta for-
ma de prisión perpetua encubierta que es la pena de 
prisión permanente revisable del Código penal español, 
hay otras muchas razones para rechazar su existencia, 
que igualmente se pueden esgrimir contra otras penas o 
medidas privativas de libertad que aunque formalmente 
no sean perpetuas, por su extensa duración, más allá de 

30, 40 o 50 años funcionan de hecho como verdadera 
prisión perpetua.

Es verdad que pesar de las numerosas críticas que 
ha recibido la pena de prisión, cualquiera que sea su 
duración, ésta sigue ocupando en el siglo XXI un lugar 
preeminente en el catálogo de penas de casi todos los 
Códigos penales del mundo. Históricamente se la con-
sideró incluso como un progreso frente a otro tipo de 
penas más radicales, como las corporales y la de muer-
te, ya que, además de ser aparentemente más humana, 
tiene la ventaja de ser graduable en su duración y poder 
determinarse de acuerdo con la gravedad del delito y la 
culpabilidad de su autor. Los inconvenientes e incomo-
didades que su cumplimiento produce en el condenado, 
en su vida, en su entorno familiar o profesional, y los 
efectos desocializadores que la misma tiene, no se con-
sideran por muchos como un defecto, sino como algo 
inevitable inherente a la propia naturaleza de la prisión, 
que además de asegurar la persona del delincuente, tie-
ne un fuerte efecto intimidatorio frente a la generali-
dad. Teóricamente, también se le asigna una función 
preventiva especial positiva (resocializadora), que está 
perdiendo cada vez mayor peso en favor de una función 
aseguradora e incluso inocuizadora de la persona del 
delincuente.

Este efecto preventivo especial negativo provoca la 
desocialización y deterioro en la personalidad del re-
cluso, incompatible con el fin resocializador; de ahí que 
sean los propios penitenciaristas quienes consideren 
que, al menos por lo que respecta a las penas de pri-
sión excesivamente largas, debe recortarse su duración, 
dándosele al recluso la posibilidad de que, por su buen 
comportamiento en prisión y por su voluntad de reinser-
ción, pueda conseguir una liberación anticipada o algún 
tipo de atenuación del rigor penitenciario, obteniendo 
permisos de salida de fin de semana, la clasificación en 
tercer grado, el traslado a un centro de régimen abierto, 
etc. Naturalmente, también hay quienes consideran que 
tales reducciones o atenuaciones del cumplimiento de 
una pena de prisión de larga duración suponen un debi-
litamiento de la eficacia preventiva general intimidato-
ria que deben tener las penas, tanto más cuando se trata 
de penas graves porque graves son también los delitos 
que las han provocado. Pero incluso los más fervorosos 
partidarios de la pena de prisión admiten la liberación 
anticipada después de haberse cumplido por lo menos 
dos terceras partes de la pena que le fue impuesta.

Ante este panorama desolador que presentan la pena 
de prisión en general y sobre todo las de larga duración 
en particular, denunciado en su momento por Emiro 
Sandoval, parece que antes de introducir la más grave 
de todas, la prisión perpetua, debería mirarse si el efec-
to político criminal que se pretende alcanzar con ella, 
que no puede ser otro que la intimidación y una mayor 
eficacia en la lucha contra el delito, es compatible con 
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el derecho fundamental del condenado a su reinserción 
social, siquiera como posibilidad u horizonte de poder 
volver a vivir en sociedad una vida sin delitos, que no 
puede ser destruido por un intento propagandístico 
político para aquietar la sensación de impunidad y de 
ineficacia que a veces se extiende tras la comisión de 
algún grave delito que, por las razones que sean, no 
es castigado o no lo es suficientemente a los ojos de la 
opinión pública. La demagogia punitiva que tras la pri-
sión perpetua o de su versión edulcorada como “prisión 
permanente revisable” se esconde, a veces azuzada por 
medios de comunicación irresponsables o con una cla-
ra orientación conservadora y reaccionaria, no pretende 
otra cosa, por esta y otras vías similares, que dar la sen-
sación de que el endurecimiento del sistema punitivo es 
la única solución a los problemas de diversa índole que 
aquejan a cualquier país, sobre todo si éste se encuentra 
en una difícil coyuntura económica y social.

Es cierto que, a pesar de todos los inconvenientes 
señalados, la prisión perpetua, tras la abolición de la 
pena de muerte, en los países en los que ha sido aboli-
da, constituye hoy en muchos Ordenamientos jurídicos 
la reacción social punitiva más grave que legalmente se 
puede imponer al autor de un delito. De hecho, consti-
tuye una muerte en vida y puede producir el mismo o 
mayor grado de aflicción que la pena de muerte mis-
ma. En los países en los que existe, normalmente está 
reservada sólo para los delitos más graves (asesinato, 
genocidio) como pena única no graduable. De ahí que 
haya sido objeto de críticas por no poder adaptarse a 
las particularidades del caso concreto y a las circuns-
tancias personales del delincuente. Pero su principal 
inconveniente sigue siendo que es incompatible con la 
resocialización, y, por tanto, si es realmente o de forma 
encubierta una prisión perpetua, hace innecesaria cual-
quier intervención o tratamiento del condenado, pues 
haga éste lo que haga, muestre o no señales de arrepen-
timiento por el delito por el que fue condenado, modi-
fique o no su conducta y su sistema de valores, seguirá 
encerrado hasta que muera. Ello obviamente, además 
de inútil, es inhumano, pues niega de entrada que la 
persona, con el transcurso del tiempo y a través de sus 
propias reflexiones, de la interrelación con otros reclu-
sos, con los funcionarios, con sus familiares y amigos 
que lo visiten, pueda cambiar; pero sobre todo niega la 
única cualidad verdaderamente humana que distingue 
al hombre de los animales, la esperanza, la creencia en 
que quizás alguna vez las cosas puedan cambiar, y vi-
vir en libertad, aunque sea en un plazo muy lejano que 
nunca sabe si algún día llegará.

Por otra parte, como cualquier especialista o profe-
sional del sistema penitenciario sabe, una privación de 
libertad que dure indefinidamente hasta que el conde-
nado muera convierte al condenado a esta pena muchas 
veces en un recluso incómodo, conflictivo, con un com-

portamiento agresivo contra sí mismo (proclividad al 
suicidio más que en otros reclusos) y contra los demás, 
porque sabe que, haga lo que haga, no va a mejorar 
su situación, que es un mero objeto de referencia de la 
sanción, y no un sujeto de la misma, que lo degrada al 
nivel de una cosa, de un mero ser viviente que hay que 
guardar y vigilar, pero nada más.

De ahí que en algunos países donde formalmente 
existe la prisión perpetua, como es el caso de Alemania, 
se haya planteado también su posible inconstitucionali-
dad. Es verdad que el Tribunal Constitucional Federal 
Alemán consideró que era constitucional, pero siempre 
que se pueda conceder al condenado a la misma la li-
bertad condicional a partir de los quince años de cum-
plimiento, y, en su caso, para preparar la libertad con-
dicional se traslade al condenado a un establecimiento 
abierto, se le concedan permisos de salida, etc. En todo 
caso, esta “revisibilidad” de la prisión perpetua, que 
es lo que ha hecho que en el Derecho penal español 
se la disfrace con el nombre de “prisión permanente 
revisable”, demuestra la mala conciencia que tiene el 
Tribunal constitucional alemán con esta pena, lo que 
probablemente ha hecho que en este país prácticamente 
no haya nadie en estos momentos en sus prisiones que 
lleve más de treinta años, ni siquiera los temidos miem-
bros del Ejército Rojo que en los años 70 cometieron 
terribles atentados terroristas.

En otros países, en los que se mantiene también di-
cha pena, se regula expresamente que no puede durar 
más de treinta años (Francia); y, en general, mediante 
indultos y diversas medidas se la convierte de hecho 
en una prisión temporal, aunque obviamente muchas 
veces el recluso llegue a morir antes de ser liberado.

En realidad, se puede decir que en los países en los 
que existe, la prisión perpetua, a pesar de su nombre, no 
es efectivamente perpetua, permitiendo que el conde-
nado pueda contribuir a su hipotética liberación dando 
pruebas de que puede volver a una vida en libertad sin 
delitos y mostrando voluntad de reinsertarse. En la me-
dida en que exista esa posibilidad la prisión perpetua 
sólo lo es de nombre, pero no en la práctica, teniendo 
su mantenimiento en el catálogo del sistema de penas 
un valor más simbólico que real.

Por supuesto que cabe también que la prisión sea 
efectivamente perpetua y que sólo termine con la muer-
te del condenado, treinta, cuarenta, cincuenta o sesenta 
años después de su condena; pero igual que sucede con 
la pena de muerte, ello es producto de una concepción 
de la pena como simple eliminación, exterminio, ino-
cuización o incapacitación total del condenado, incom-
patible con el marco normativo de las Declaraciones 
Internacionales de Derechos Humanos, en las que el 
respeto a la dignidad del ser humano, también del de-
lincuente, es el eje principal en torno al que debe girar 
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la regulación legal del sistema de reacción punitiva 
frente al delito.

Otro de los inconvenientes de la prisión perpetua 
es que, asumida literalmente como su nombre indica, 
supone una privación de libertad hasta la muerte del 
condenado y ello implica privarle, salvo de su vida, de 
todos los demás derechos que le corresponden como 
ser humano; entre otros el derecho a cambiar, a rehabi-
litarse, al menos como posibilidad, un derecho que todo 
ser humano tiene por el hecho de serlo. Pero sobre todo 
afecta desigualmente e incide con una mayor gravedad 
en el delincuente joven que en el que ya tiene una cierta 
edad. Nadie es igual a los veinte o a los treinta que a los 
cincuenta o los setenta años. Y, sin embargo, si la pena 
de prisión perpetua se impone a una persona cuando es 
joven y es efectivamente perpetua, se le está condenan-
do a que, aunque cambie, se arrepienta o haga lo que 
haga por redimir el delito por el que fue condenado, no 
pueda evitar llegar a morir de viejo encerrado en una 
celda el resto de sus días. En cambio, el condenado a 
esta pena que ya tiene cuarenta, cincuenta o más años, 
no va a cumplir más allá de los veinte o treinta que aún 
le queden de vida, que es lo que normalmente dura una 
pena de prisión de larga duración. Por tanto, la prisión 
perpetua sería efectivamente perpetua sólo para los de-
lincuentes jóvenes, en un tramo de edad comprendido 
entre los dieciocho y treinta años. ¿Satisface esta dis-
criminación la idea de justicia y el principio de igual-
dad? ¿Se les puede negar a este tipo de delincuentes en 
este tramo de edad la posibilidad de cambiar, la espe-
ranza de modificar su conducta, de rehabilitarse, aún 
después de haber pasado treinta, cuarenta o más años 
en una prisión?

Es evidente que no sólo en la opinión pública, sino 
también en las actuales corrientes políticocriminales 
(Tolerancia cero, Derecho penal del enemigo) existe 
hoy una tendencia a configurar la prisión como una ins-
titución que, por lo menos respecto a los condenados 
por los delitos más graves, tenga funciones puramente 
de custodia y pueda durar toda la vida que le quede al 
condenado, pero todavía no se ha conseguido aportar 
pruebas de que con ello se haya conseguido reducir las 
cuotas de criminalidad violenta y lo que sí se ha conse-
guido en los últimos años es un aumento del índice de 
población penitenciaria y una mayor conflictividad en 
los centros penitenciarios.

3. Pero el debate sobre la prisión perpetua no debe 
impedir que se abra otro debate más amplio sobre las 
penas de prisión de larga duración que en la práctica 
equivalen a la propia prisión perpetua, o sobre otro tipo 
de sanciones penales como las medidas de seguridad 
privativas de libertad, que sin ser teóricamente penas, 
pueden ser tan gravosas y tan de larga duración como la 
prisión perpetua. De hecho, las penas de prisión de lar-
ga duración (treinta, cuarenta años), como prevé para 

algunos supuestos el Código penal español, son autén-
ticas penas de prisión perpetua. También producen el 
mismo efecto la acumulación de diversas penas aunque 
no sean de muy larga duración, en los casos de concur-
so de varios delitos (falsedades-estafas con múltiples 
perjudicados, robos, violaciones, etc.), o la llamada 
”doctrina Parot” elaborada por el Tribunal Supremo 
para evitar que los beneficios penitenciarios puedan 
computarse en el máximo de duración de la prevista 
legalmente, computándolos por separado a cada una 
de las penas a las que el delincuente haya sido casti-
gado. Con ello se viene a acoger in totum, la bárbara 
praxis norteamericana, llamada true in sentencing; es 
decir, que la pena de prisión impuesta nominalmente 
por el Juez se cumpla íntegramente, sin ningún tipo de 
reducción de su duración por buena conducta, buenas 
perspectivas resocializadoras, o por simples razones 
humanitarias. La finalidad que se persigue con ello es 
la misma que la que persigue con la prisión perpetua, y 
naturalmente excluye cualquier posibilidad de reinser-
ción en la ejecución de estas penas.

El art. 78 del Código penal español se hace eco de este 
movimiento, al establecer que en los casos de concurso 
real de delitos, si «la pena a cumplir resultase inferior 
a la mitad de la suma total de las impuestas, el Juez o 
Tribunal, atendida la peligrosidad criminal del penado, 
podrá acordar motivadamente que los beneficios peni-
tenciarios y el cómputo de tiempo para la libertad con-
dicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas 
en las sentencias, sin perjuicio de lo que, a la vista del 
tratamiento, pueda resultar procedente». Se trata con 
ello de evitar que, en casos de varios asesinatos, deli-
tos de terrorismo, etc., el límite temporal máximo de 
cumplimiento de la pena de prisión, que en el Códi-
go penal español no puede ser, en principio, de más de 
veinte, y en algunos delitos y en caso de concurso entre 
ellos, de veinticinco, treinta o incluso cuarenta años, 
se pueda ver reducido por beneficios penitenciarios o 
por la concesión de la libertad condicional, que en este 
caso se refieren a la totalidad de las penas impuestas en 
las sentencias y no al límite máximo de cumplimiento 
legal determinado. Por la doctrina española se ha se-
ñalado ya repetidas veces que este precepto es difícil-
mente compatible con la finalidad de reinserción social 
establecida en el art. 25,2 de la Constitución, de ahí 
que para evitar la tacha de inconstitucionalidad, tanto 
el inciso último de este primer párrafo del art. 78, como 
su párrafo segundo dejen abierta la posibilidad de que 
«valorando, en su caso, las circunstancias personales 
del reo, la evolución del tratamiento reeducador y el 
pronóstico de reinserción social», se pueda aplicar el 
régimen general de cumplimiento. Lo que una vez más 
demuestra que ni siquiera en este caso se renuncia com-
pletamente a la posibilidad de reinserción del condena-
do a una larga pena privativa de libertad.
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4. También debe advertirse que existen otro tipo de 
sanciones, teóricamente no punitivas, como son las 
medidas de seguridad privativas de libertad, que cuan-
do son de duración perpetua o indeterminada tiene los 
mismos defectos que la prisión perpetua o las penas de 
prisión de larga duración y se exponen a las mismas 
o a mayores objeciones de carácter constitucional. Me 
refiero concretamente a la medida de seguridad que 
se introdujo en Alemania en la época nacionalsocia-
lista, en 1933, el llamado “internamiento en custodia 
de seguridad” (“Sicherungsverwahrung”). Esta medi-
da se aplica a sujetos multirreincidentes, cuando tras 
el cumplimiento de una pena de prisión superior a dos 
años subsiste la peligrosidad criminal del sujeto. Este 
sistema que, en todo caso, ya las últimas decisiones del 
Tribunal Constitucional Federal Alemán, estaba sujeto 
a un estricto control judicial y a una revisión anual del 
pronóstico de la peligrosidad del condenado, finalmen-
te ha sido suspendido, porque además de ir muchas ve-
ces contra el principio de proporcionalidad, al permitir 
una larga o indefinida privación de libertad para sujetos 
que no han cometido delitos graves, se apoya en unas 
bases científicamente poco fundadas como es el pro-
nóstico de peligrosidad criminal de un sujeto.

Todavía más objetable es la aplicación retroactiva 
que en su día se hizo en Alemania del internamiento en 
custodia de seguridad, que hasta una reciente sentencia 
del Tribunal europeo de Derechos humanos, que anuló 
anteriores decisiones del Tribunal Constitucional Fede-
ral Alemán, se aplicaba también cuando el sujeto, que 
no había sido condenado a esta medida en el momento 
de la sentencia, estaba a punto de salir en libertad tras 
el cumplimiento de la pena que le fue impuesta en su 
día, basándose para ello en la existencia una peligrosi-
dad que en este caso ya no era la posdelictual, sino una 
predelictual con la que se intentaba prevenir un delito 
que aún no se había cometido. En todo caso, convie-
ne no olvidar, y como aviso a navegantes que preco-
nizan, quizás con nostalgia, una vuelta a este tipo de 
sanciones y a leyes de peligrosidad como la franquista 
de Peligrosidad social, que esta medida fue introduci-
da en el Código penal alemán en 1933 por el régimen 
nacionalsocialista, que hizo de ella una fuente para el 
internamiento en campos de concentración y luego el 
exterminio (“Ausmerzung”) de los delincuentes habi-
tuales y reincidentes, a los que un famoso penalista de 
aquella época, Edmund Mezger, llamaba eufemística-
mente “extraños a la comunidad”, para ocultar pudoro-
samente lo que, en el fondo, no era más que un Proyec-
to genocida de exterminio de todos los que molestaban 
o perturbaban el orden social que preconizaba el régi-
men nacionalsocialista (sobre ello me remito a mi libro 
“Edmund Mezger y el Derecho penal de su tiempo”, 4ª 
ed., Valencia 2003).

En mi opinión, el internamiento en custodia de se-
guridad, además de por su origen espurio, es también 
criticable porque en fondo no es más que una prisión 
perpetua encubierta y, de hecho, no tiene otra finalidad 
que la meramente asegurativa, sin el menor interés en 
la reinserción social del sometido a ella.

El sistema alemán incurría, además, a mi juicio, en 
el defecto, ya denunciado desde hace tiempo, que tiene 
el sistema dualista puro, admitiendo, por un lado, que 
la pena viene limitada en su gravedad y extensión por 
la culpabilidad del autor del delito, para imponer luego 
una medida de seguridad de duración indeterminada 
basada sólo en el (incierto) pronóstico de su peligro-
sidad. El “fraude etiquetas” que este dualismo extremo 
supone, sólo puede ser corregido con el llamado siste-
ma vicarial, en el que la medida de seguridad, caso de 
que sea necesario imponerla para precaver una peligro-
sidad del autor del delito, tiene que ser ejecutada antes 
que la pena, y su duración, que no puede ser superior a 
la de la pena misma, debe ser computada en la duración 
de la pena.

Este sistema vicarial que fue acogido en el art.6 del 
Código penal español de 1995, no ha causado en la 
práctica, a pesar de las críticas que se han formulado 
contra el mismo, ningún incremento de la criminalidad 
o de la inseguridad ciudadana, o en todo caso no mayor 
que la que provoca la salida de la prisión de quienes 
sólo fueron condenados a esta pena.

Otra cosa es que el sistema de cumplimiento, tanto de 
la pena, como de la medida de seguridad pueda ser de-
ficiente o insuficiente para conseguir la rehabilitación 
del sujeto. Pero en este caso, y tratándose, por ejemplo, 
de una peligrosidad basada en una enfermedad mental 
sobrevenida, queda abierta la posibilidad del interna-
miento a través del correspondiente procedimiento ju-
dicial de incapacitación, o, en los demás casos, asumir 
el riesgo de reincidencia que siempre puede darse tanto 
en el que sale tras haber cumplido su pena de prisión, 
como en el que sale después de haber cumplido la me-
dida de seguridad. Lo que no parece lícito es hacer re-
caer en el condenado los fallos del sistema de rehabili-
tación de los Centros en los que se cumplen las penas 
y/o medidas privativas de libertad, convirtiéndolo en 
un “chivo expiatorio” del sentimiento de miedo e in-
seguridad ciudadana, muchas veces fomentado por los 
medios de comunicación cuando, tras el cumplimiento 
de una larga pena de prisión, sale libertad, tras haber 
cumplido la pena, un sujeto que fue condenado por un 
asesinato terrorista o por varios delitos de violación.

5. Tampoco está exenta de objeciones la llamada li-
bertad vigilada introducida en el Código penal español 
en una reforma del 2010. Ciertamente, esta medida no es 
una privación de libertad adicional tras el cumplimiento 
de la pena de prisión, como la custodia de seguridad del 
derecho alemán, sino una restricción de la libertad, que 
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implica que el condenado tras el cumplimiento de una 
pena (que puede ser por las razones ya dichas de hasta 
cuarenta años en caso de terrorismo y de veinte o más 
años en delitos sexuales graves), la obligación de estar 
siempre localizable mediante aparatos electrónicos, o 
de presentarse periódicamente en el lugar que el Juez 
establezca, la prohibición de aproximarse o comunicar-
se con la víctima, de residir en determinados lugares, 
la obligación de participar en determinados programas 
de tratamiento, etc. Pero, aunque estas medidas tienen 
que cumplirse una vez cumplida la pena, para evitar 
que se puedan alegar que se aplican con efecto retroac-
tivo, tienen que imponerse en el mismo momento de 
la sentencia condenatoria. Naturalmente, es probable 
que, tratándose de penas de prisión de larga duración, 
el pronóstico de peligrosidad que tiene que detectarse 
en el momento de la sentencia condenatoria, puede que 
haya desaparecido, y en ese caso se faculta al Tribu-
nal o Juez sentenciador (que sólo formalmente será el 
mismo) para que pueda suspender el cumplimiento de 
la medida, pero si esta peligrosidad subsiste, entonces 
se mantiene la medida que en su día se acordó por un 
tiempo de hasta diez años. Este régimen es difícilmente 
compatible con el sistema penitenciario progresivo que 
supone que el sujeto pueda pasar al tercer grado y gozar 
en el último tramo del cumplimiento de la pena de la 
libertad condicional, durante la cual el sujeto sí puede 
y debe, tal como prescribe el art.90, 2 del Código penal 
español, ser sometido a la observación de determinadas 
reglas de conducta que coinciden con las medidas de 
la libertad vigilada. Y si el sujeto ha cumplido dichas 
reglas durante el período de libertad condicional, ¿qué 
sentido tiene que siga estando sometido todavía des-
pués del cumplimiento total de la pena a las medidas 
de la libertad vigilada previstas en el art.106? Al final, 
la medida de la libertad vigilada puede significar, sobre 
todo cuando se aplique tras el cumplimiento de una lar-
ga pena de prisión, una especie de control a perpetuidad 
del que en su día fue condenado y ya cumplió su pena. 
Y en el caso de los autores de delitos sexuales (que es 
el otro supuesto en el que se puede aplicar esta medi-
da) el intento de evitar su recaída en el delito a través 
del sometimiento a programas de tratamiento, debería 
haberse acometido cuando el sujeto se encontraba cum-
pliendo una pena, como una parte del tratamiento peni-
tenciario, y no de forma adicional tras el cumplimiento 
de la misma.

6. A mi juicio, la proporcionalidad de la reacción, 
sea pena o medida o medida de seguridad, con el delito 
cometido es un ingrediente fundamental de la idea de 
Justicia y, por tanto, del Estado de Derecho. En el ám-
bito de los delitos de menor gravedad esto supone que 
la pena o medida de seguridad no pueda prolongarse 
más allá del máximo que permita el marco penal asig-
nado al delito, pero una vez cumplida la pena de prisión 

impuesta, ¿qué sentido tiene prolongar la privación de 
libertad? La peligrosidad criminal ciertamente puede 
subsistir, sobre todo si las condiciones que llevaron al 
sujeto a delinquir (miseria, desempleo, conflictos fami-
liares) siguen existiendo, pero el riesgo de que el sujeto 
vuelva a delinquir puede ser aminorado con otro tipo 
de medidas no necesariamente privativas de libertad, 
similares a las existentes en el sistema de la “proba-
tion”, como el tratamiento ambulatorio, la presentación 
a las Autoridades durante algún tiempo, la prohibición 
de visitar determinados lugares, la ayuda a buscar un 
trabajo, etc, pero en lugar de como una forma adicional 
de control tras el cumplimiento de la pena, como una 
parte del tratamiento y como un requisito para pasar al 
tercer grado penitenciario, como preparación a la liber-
tad durante el período de libertad condicional

Y en el caso de los delitos graves el sistema de con-
trol adicional una vez cumplida la pena debe ser el mis-
mo, aunque aquí las penas de prisión sin ser perpetuas, 
pueden tener una duración tan larga (veinte, treinta o 
más años), por lo que no parece que sea necesaria una 
prolongación adicional de la privación de libertad.

Por supuesto, que no me olvido de las víctimas, que 
deben ser siempre adecuadamente compensadas y ayu-
dadas con medios de carácter reparador bien a costa 
del delincuente, bien, cuando esto no sea posible, del 
propio Estado. Pero lo que no se puede admitir es que 
en lugar de esa ayuda para remediar los efectos nega-
tivos que el delito le ha provocado, se le ofrezca sólo 
o principalmente, el incremento de la gravedad de las 
sanciones. Como tampoco me olvido de que en casos 
de delitos graves o incluso muy graves (asesinatos, se-
cuestros, robos y violaciones con resultado de muerte, 
asesinatos en serie, genocidios y crímenes contra la 
humanidad), la idea de Justicia, la retribución, la pre-
vención general y probablemente la especial también, 
exigen una respuesta punitiva contundente que no debe 
dejar ninguna duda sobre la gravedad de estos hechos, 
y mucho menos ningún resquicio para la impunidad, 
tan frecuente por lo demás no tanto respecto a los de-
lincuentes comunes, como respecto a los tiranos y dic-
tadores de todo el mundo (algunos de ellos celebrados 
como héroes por buena parte de sus conciudadanos, o 
reconvertidos a la democracia cuando el cambio políti-
co así lo requiere).

Pero también aquí debe haber unos límites que ade-
más de la proporcionalidad tengan en cuenta derechos 
humanos elementales como la dignidad humana que 
los delincuentes no respetaron, pero que el Estado sí 
está obligado a respetar. La retribución y la prevención 
general deben tener unos límites que, en última instan-
cia, no son otros que los de la propia dignidad humana, 
de la que no debe privarse nunca ni al más peligroso 
de los delincuentes. Y, en todo caso, después de treinta 
años o más años de cumplimiento efectivo de una pena 
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de prisión ¿qué necesidad hay de seguir privando de 
libertad al ya anciano, probablemente debilitado en su 
salud física y mental? Y al que milagrosamente haya 
conseguido durante ese tiempo rehabilitarse y haya 
modificado su actitud frente a sus semejantes, ¿por qué 
hay que seguir privándole de libertad tras el cumpli-
miento de una larga pena de prisión?

Obviamente, todas estas consideraciones no han he-
cho mella en el legislador español que en las sucesivas 
reformas (más de cuarenta!) que ha hecho en los últi-
mos años del Código penal de 1995, no ha hecho otra 
cosa que aumentar el tiempo de duración de la pena de 
prisión hasta llegar con la reforma del 2015 a esa en-
cubierta prisión perpetua que es la “prisión permanente 
revisable”. No cabe duda de que este incremento del 
rigor punitivo, que en muchos países culmina con la 
pena de muerte, puede ser acogido en un primer mo-
mento de un modo positivo por la opinión pública que 
cree ver en ello una forma eficaz de luchar contra la 
delincuencia, pero que a la larga verá que salvo en al-
gún caso puntual de un grave delito que haya tenido 
una gran repercusión social y mediática (acto terrorista 
con varias víctimas, secuestro, violación y asesinato), 
la criminalidad en conjunto no solo no disminuye, sino 
que incluso aumenta, sobre todo si las condiciones so-
ciales de miseria e injusticia social siguen existiendo 
o incluso son peores que antes de que se hicieran las 
reformas penales que precisamente estaban encamina-
das a reducir la delincuencia. Ejemplo de ese tipo se 
pueden encontrar en casi todos los países en los que las 
reformas penales llevadas a cabo en los últimos años no 
han tenido otro objeto que incrementar el rigor punitivo 
hasta límites difícilmente compatibles con los princi-
pios del Estado de Derecho, sin que por ello hayan dis-
minuido los niveles de criminalidad. Lo que de nunca 
podrán ocultar esas reformas, además de su ineficacia 
preventiva general y preventiva especial, son las gra-
ves objeciones que contras la mismas se pueden hacer 

también tanto desde el punto de vista jurídico penal y 
jurídico constitucional, al conculcar principios básicos 
del Estado de Derecho que son hoy en día, y esperamos 
que sigan siendo por mucho tiempo, la mejor forma de 
garantizar los derechos fundamentales de todos los ciu-
dadanos, incluidos los de los que hayan cometido un 
delito y sean condenados por ello.

Reflexión final: De todo esto y de mucho más me 
hubiera gustado hablar durante estos últimos cuarenta 
años con mi amigo y querido compañero Emiro Sando-
val Huertas. Desgraciadamente, un día de noviembre 
de 1985 desapareció en aquel asalto terrible al Palacio 
de Justicia de Bogotá. Personalmente, en estos mo-
mentos, solo puedo mostrar una vez más el dolor y la 
infinita tristeza que me produjo su muerte, y que ha per-
durado durante todos estos años. Había estado con él y 
con su maestro Alfonso Reyes pocas semanas antes de 
aquel terrible suceso, con motivo de mi participación 
en las Jornadas de Derecho penal que se celebraron en 
la Universidad Externado en septiembre de aquel año. 
Vi entonces en sus rostros la preocupación por algo so-
bre lo que nada me dijeron, pero que evidenciaba que 
algo importante, siniestro y cruel pudiera pasar. Sema-
nas después ya en España, escuché y vi en el noticia-
rio de la Televisión española las imágenes del asalto al 
Palacio de Justicia de Bogotá. Aquella noche oí en la 
radio la voz de Alfonso Reyes, Presidente de la Corte 
Suprema, advirtiendo de la masacre que podía produ-
cirse si las fuerzas militares que rodeaban el edificio 
entraban en él con todo el arsenal bélico que portaban. 
Advertencia inútil. Pocas horas después se confirma-
ba su muerte y la muerte y desaparición de centenares 
de personas que se encontraban en el edificio en aquel 
momento, entre ellas la de Emiro Sandoval, unido a su 
maestro también en la muerte. No tengo nada más que 
decir. Para mí ha sido uno de los sucesos más triste de 
mi vida. Para la nación colombiana una pérdida irrepa-
rable. Descansen ambos en paz. 
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